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A C U E R D O


En la ciudad de La Plata, a 18 de junio de 2008, habiéndose establecido, de conformidad con lo dispuesto en el Acuerdo 2078, que deberá observarse el siguiente orden de votación: doctores Hitters, Pettigiani, de Lázzari, Kogan, Genoud, Soria, se reúnen los señores jueces de la Suprema Corte de Justicia en acuerdo ordinario para pronunciar sentencia definitiva en la causa C. 94.315, "Ceciaga, Omar contra Francione, Magdalena y ots. Escrituración".

A N T E C E D E N T E S


La Sala II de la Cámara de Apelación en lo Civil y Comercial del Departamento Judicial de San Martín confirmó la sentencia que había rechazado el pedido de reajuste del saldo de precio, y declarado la escrituración de imposible cumplimiento.


Se interpuso, por la demandada, recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley.


Dictada la providencia de autos y encontrándose la causa en estado de dictar sentencia, la Suprema Corte resolvió plantear y votar la siguiente

C U E S T I O N


¿Es fundado el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley?

V O T A C I O N


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor Hitters dijo:


I. La Cámara, confirmó el pronunciamiento que había declarado la imposibilidad de cumplimiento de la condena a escriturar y rechazado la pretensión de reajuste del precio.


En lo que interesa al recurso, sostuvo que:


No todos los condóminos expresaron en el boleto y su ulterior ampliación, su voluntad de realizar la aludida venta, siendo dos los copropietarios cuyo consentimiento está ausente (fs. 392/393).


Aún suponiendo que los actos realizados por Lalcec implicaran un modo tácito de expresión de su compromiso para el otorgamiento del acto escriturario, aun subsiste la falta de adhesión por parte de la cotitular Carabio de cuya situación las partes nada dicen (fs. 393/393 vta.).


La operación debe ser concebida como una venta de cosa parcialmente ajena, en la cual el compromiso fue transferir el dominio de los inmuebles y no la simple gestión ante los condóminos no firmantes, como mera obligación de medios (fs. 393 vta./394).


El fracaso de la gestión asumida por los vendedores implicaría la imposibilidad sobreviniente de consumar el objeto del contrato y el nacimiento de la obligación sustitutiva por daños y perjuicios (fs. 394 vta.).


La indivisibilidad de la relación jurídica sustancial repercute en la relación procesal y su inescindibilidad requería para la factibilidad de la pretensión escrituraria o bien la concurrencia y conformidad de los cotitulares no intervinientes en el proceso, o la sucesión de sus derechos sobre los inmuebles a favor de los vendedores, hechos que necesariamente debieron consumarse en el decurso del proceso y cuya configuración no surge de las constancias de autos (fs. 394 vta./395).


Existe una imposibilidad sobreviniente de satisfacer el objeto por el cual se promoviera el proceso, lo que desvirtúa los argumentos de la demandada consistente en el cumplimiento por parte de los vendedores de los recaudos necesarios para escriturar y la pregonada mora del comprador (fs. 395).


El incumplimiento de la enajenante sustrae el encuadre de la cuestión del marco que ofrecen los arts. 1204 y 510 del Código Civil; por lo que la investidura de la compradora para pedir la resolución no está supeditada a la satisfacción previa de las prestaciones a su cargo o a su ofrecimiento de realizarlas (fs. 395 vta.).


El desarrollo que antecede torna ocioso el análisis en torno del postulado reajuste equitativo de la prestación a cargo del comprador, pues ella ya no resulta exigible al quedar resuelta la relación jurídica que le sirve de causa fuente (fs. 396).


II. Contra esta decisión se alza la parte apoderada de Rosa Romualda Sancholuz, Armando Guglielmelli, Margarita Magdalena Carmen Guglielemelli y Magdalena Francione, denunciando la conculcación de los arts. 384, 456, 474 del Código Procesal Civil y Comercial; 17, 18 de la Constitución nacional. Denuncia la existencia de absurdo en el pronunciamiento. Hace reserva del caso federal.


Expone en suma que:


Resulta dogmática la solución dada por la Cámara que ha dado como configurada la imposibilidad de escrituración en la ausencia de consentimiento de dos copropietarios (fs. 407).


El fallo no ha respetado el principio de legalidad que impide que las partes o el juez convengan libremente los requisitos de lugar, tiempo y modo a que han de hallarse sujetos los actos procesales al convalidar una pretensión extemporánea e infundada del actor de no transitar los pasos procesales que correspondían al caso de autos, cual es el de sustanciar previamente todas las cuestiones atinentes al saldo de precio para ‑cumplida esa etapa‑ proceder a la escrituración (fs. 407/407 vta.).


Nada ha dicho en su informe la escribana Torchia ‑a quien se le requirió comunicara a la Cámara el estado de la documentación que le fuera oportunamente entregado por las partes‑, y ello fue así porque la misma reflejaba la voluntad de Adelina Carabio conjuntamente con sus hijos Daniel Esteban y Fabián Eduardo, de colocar la documentación que hacía a la sucesión de su cónyuge Eduardo Almaluez en condiciones de llegar a la escritura (fs. 408).


Con respecto a Hilda Almaluez, nada dijo que implicara una oposición a escriturar (fs. 408 vta.).


Los vendedores mal pueden reclamar el cumplimiento por el comprador si no se resuelve la cuestión de la suma que éste debe, y si ello no queda definido en pronunciamiento firme, tampoco los vendedores pueden ser compelidos a escriturar (fs. 408 vta.).


III. Anticipo que el recurso no puede prosperar.


1. Formularé una observación inicial previa a exponer el motivo de la propuesta decisoria que he adelantado.


1.1. En autos se ha interpuesto una acción calificada como "de escrituración", la que ha sido tramitada y resuelta con carácter firme (v. fs. 184, sent. de primera instancia del 27 de septiembre 2001). En la parte dispositiva de la sentencia respectiva se condenó a los legitimados pasivos a escriturar el inmueble en cuestión en el término de treinta días, bajo apercibimiento de lo dispuesto en el art. 510 del Código Procesal Civil y Comercial y con la advertencia de que si, sobrevinientemente, el cumplimiento de dicha prestación se tornara imposible, quedaría resuelta la obligación mediante indemnización de daños y perjuicios. El accionante, por su lado, fue emplazado a depositar el saldo restante convenido.


1.2. En la etapa de cumplimiento de la decisión aludida, y estando pendiente la discusión relacionada con el reajuste de las sumas debidas por el actor (que originariamente fueran expresadas en dólares estadounidenses), éste se presenta alegando que el acatamiento de la obligación de escriturar se ha tornado imposible, atento a la falta de conformidad de dos sucesores que no habían formado parte del negocio y sin cuya aquiescencia no sería viable suscribir el título de transferencia.


1.3. En este sentido es que cabe advertir la anomalía en la calificación de la pretensión deducida, deficiencia que ha gravitado en el sub lite.


Efectivamente, como es sabido, la acción de escriturar tiene naturaleza indivisible y para su adecuado planteo y resolución es necesario constituir entre los deudores de dicha "obligación de hacer", un litisconsorcio necesario (art. 89, C.P.C.C.; doct. Ac. 87.398, del 12‑XI‑ 2003).


En las instancias de grado se consideró que la condena firme contenida en la sentencia de fs. 184 y siguientes, se ha tornado imposible, ya que dos condóminos (Carabio y Lalec) no han prestado su consentimiento para suscribir el título de transmisión dominial.


Es evidente que en una verdadera acción de escrituración, la falta de consentimiento de uno de los legitimados pasivos para cumplir con la condena, podría ser suplida por el magistrado, en los términos del art. 510 del Código Procesal Civil y Comercial.


Pero en autos ello no es posible, porque los citados condóminos no han sido partes sustanciales en el proceso de conocimiento. Y esta ausencia no se debe al incumplimiento del art. 89 del Código adjetivo (integración de litis), ya que Carabio y Lalec no se han obligado en el boleto de compraventa motivo de estas actuaciones, por lo que no podrían ser condenados a hacer efectiva una prestación que ellos no deben. De allí que no corresponda anular las actuaciones por vulneración de la citada disposición, de conformidad con la doctrina sentada por esta Corte en causas Ac. 61.302 (sent. del 10‑III‑1998) y Ac. 71.139 (sent. del 21‑III‑2001).


1.4. En este punto se advierten los efectos de la falencia de la calificación conferida a la pretensión. El reclamo de autos no versó sobre la obligación contraída por todos los condóminos respecto de un bien (caso en el cual la acción de escrituración es la vía adecuada, con la consecuente constitución de un litisconsorcio necesario entre todos los deudores), sino sobre el perfeccionamiento de una venta de cosa parcialmente ajena (arts. 1329, 1330 y 1331, C. Civ.). La diferencia entre ambas situaciones es clara: en el primer caso (condena a escriturar stricto sensu) el juez suple la voluntad de los accionados reticentes a acatar lo dispuesto en la sentencia (art. 510, C.P.C.C.); en el segundo, no puede hacerlo, ya que la condena que impone el cumplimiento de lo pactado inter partes no alcanza a quien no participó del contrato. Por lo que si, en este último caso, no se obtiene la ratificación prevista en el art. 1330 del Código Civil, la ejecución de sentencia debe transitar por el trámite del art. 511 del Código Procesal Civil y Comercial.


Por ello es que puede hablarse en el sub lite de "imposibilidad de cumplimiento" de la transmisión del dominio, ante la falta de consentimiento de algunos copropietarios para otorgar el instrumento traslativo de la propiedad. Si por el contrario se hubiera tratado de una condena típica de un juicio de escrituración ‑repito‑, debería haberse constituido un litisconsorcio necesario entre los obligados y la disconformidad de alguno de ellos debería ser suplida directamente por la firma del juzgador (conf. art. 510 del ordenamiento adjetivo).


2. Encuadrada así correctamente la discusión de marras, he de explicar las razones por las que considero infundado el embate.


2.1. Sostiene básicamente el quejoso que no puede afirmarse ‑ como lo hizo la alzada‑ la mora de su parte en obtener la anuencia de los condóminos Carabio y Lalec, toda vez que al momento de decidirse sobre el punto se hallaba pendiente la discusión relativa al reajuste de la suma debida por el accionante, en los términos de la ley 25.561 y de los arts. 1, 3 y 8 del dec. 214/2002.


2.2. En primer lugar, debe tenerse presente que constituye una cuestión de hecho ‑ajena como tal a la casación y propia de los jueces de las instancias de mérito‑ determinar si medió incumplimiento del contrato o mora (Ac. 51.677, sent. del 21‑VI‑1994; Ac. 71.707, sent. del 6‑XII‑ 2000). En tales condiciones, sólo la demostración de absurdo por parte del recurrente podría autorizar la revisión del decisorio en crisis. 


Ha sostenido reiteradamente este Tribunal que no cualquier diferencia de criterio autoriza a tener por acreditado al absurdo, porque se requiere algo más, el error grave y manifiesto que conduzca a conclusiones inconciliables con las constancias de la causa (Ac. 85.461, sent. del 18‑XI‑2003; Ac. 84.655, sent. del 16‑II‑2005), no siendo suficiente el hecho de que el razonamiento de los sentenciantes pudiere ser calificado de objetable, discutible o poco convincente para que, en cuestiones de hecho y prueba, esta Corte pueda sustituir el criterio de los jueces de mérito con el propio (doct. Ac. 75.898, sent. del 4‑VI‑2003).


No encuentro que la crítica traída sea suficiente para rebatir las conclusiones de la alzada y demostrar la existencia de un vicio de la gravedad referida en el párrafo anterior (art. 279, C.P.C.C.). Para resolver como lo hizo el a quo se valió de diversos elementos de juicio incorporados al expediente (v. fs. 393 y sgtes.) que no han sido idóneamente rebatidos por el quejoso, lo que sella la suerte adversa el embate.


2.3. Por otra parte, en cuanto al denunciado carácter prematuro de la decisión sobre la rescisión del boleto por imposibilidad de su objeto, corresponde señalar que no necesariamente los pasos a seguir hasta arribar al cumplimiento de la sentencia firme de fs. 184, son los que postula el recurrente. 


Adviértase que el decisorio ejecutado dispuso oportunamente un plazo idéntico (30 días) para la satisfacción de las obligaciones de los contratistas, no teniendo ninguna de las mandas impuestas carácter previo respecto de las de la contraparte.


IV. Si lo expuesto es compartido, corresponde que el recurso sea rechazado, con costas (art. 289, C.P.C.C.).


Voto por la negativa.


El señor Juez doctor Pettigiani, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters, votó la cuestión planteada también por la negativa.


A la cuestión planteada, el señor Juez doctor de Lázzari dijo:


Comparto el criterio desestimatorio del recurso sustentado por los colegas que me preceden.


Sostuvo el tribunal a quo que "el encuadre jurídico de la situación planteada parte de dos premisas: 1) el objeto de la obligación asumida por los vendedores consiste en la transferencia dominial de ambos terrenos y no de las porciones alícuotas que a ellos les corresponden, 2) su compromiso se hizo expresamente sobre la base de títulos perfectos (cláusula primera del boleto)" ... "en este contexto, la apreciación debe ser concebida como una venta de cosa parcialmente ajena, a la que se refiere puntualmente el art. 1329 del Código Civil" (conf. fs. 393 vta./394).


El recurrente se agravia por dos razones.


En primer lugar afirma que la Cámara tergiversó el orden secuencial del proceso ‑alegando violación al principio de legalidad de las formas‑ pues correspondía determinar en primer término el monto del precio debido por el comprador para después establecer el modo y el tiempo en que la demandada vendedora debía cumplir con la escrituración, en ello constata el absurdo (fs. 408).


En otro plano sostiene que el pronunciamiento impugnado trata en forma desigualitaria a las partes; resuelve el contrato por no haber podido obtener el vendedor la comparecencia de los no firmantes del boleto, mas no considera que también están pendientes de cumplimiento algunas obligaciones de parte del comprador (fs. 412; arts. 1204, 1197 del C. Civ.).


Pero lo cierto es que el recurrente se abstiene de controvertir las proposiciones antes expuestas, que ciertamente condicionan las circunstancias del caso y conforman el marco dentro del cual tiene lugar el cumplimiento del contrato: la enajenación de dos lotes en su totalidad. Incluso desvía su crítica en hacer valer el pacto comisorio, como si se tratara de la transmisión de porciones alícuotas, en cuyo contexto sí cabría analizar la conexión entre las obligaciones asumidas por las partes (art. 1204, C. Civ.).


De otro modo, tratar el reajuste equitativo de la prestación o la mora en el cumplimiento de la obligación comportaría, por parte de la jurisdicción, una revisión del contrato que conduciría a sustituir el objeto de la contratación, por otro en el cual el deudor no ha dado su consentimiento expreso ni tácito, contradiciéndose de ese modo el principio de autonomía de la voluntad consagrada en el art. 1197 del Código Civil (ver fallo de la C.N. Civ., sala A, "La Ley", ejemplar del 24-VII-1996, citado por Claudio Kiper, en "Juicio de escrituración", ed. Hammurabi, p. 265).


Es por ello que resulta insuficiente el recurso extraordinario de inaplicabilidad de ley que se limita a insistir en un enfoque de las circunstancias de autos disímiles al de la alzada sin otro sustento que el afán de hacer prevalecer el propio criterio (conf. Ac. 73.131, sent. del 29‑XI‑2002, entre otras), como acontece en la especie (art. 279, C.P.C.C.).


Huelga agregar que no es descalificable la sentencia que condena a escriturar, en el marco del sub lite, aunque al tiempo de iniciarse la demanda no se hubiera logrado la autorización de todos los condóminos para enajenar el bien, pues lo que se condena a realizar es el acto prometido, esto es conseguir la ratificación del dominus, sin perjuicio de que ante la imposibilidad objetiva de cumplirse con este recaudo ‑tal como aconteció en esta causa‑, sea imposible escriturar y la operación deba resolverse en el pago de daños y perjuicios. Esta solución se explica ‑como dice Borda‑ porque el comprador tiene derecho a reclamar lo que se le promete y el vendedor tiene la posibilidad jurídica de adquirir la cosa de su dueño para cumplir con su obligación (conf. Tratado de Derecho Civil, Contrato, t. I, p. 78, ver también C.N. Civ. Sala D, mayo 27‑966 "Goligorsky de Lerner, Lea c. Lewkowicz, Arón", en "El Derecho", t. 23‑p‑622).


Por las razones expuestas, voto por la negativa.


Los señores jueces doctores Kogan y Genoud, por los mismos fundamentos del señor Juez doctor de Lázzari, votaron la cuestión planteada también por la negativa.


El señor Juez doctor Soria por los mismos fundamentos del señor Juez doctor Hitters votó la cuestión planteada también por la negativa.


Con lo que terminó el acuerdo, dictándose la siguiente 

S E N T E N C I A


Por lo expuesto en el acuerdo que antecede, se rechaza el recurso extraordinario interpuesto; con costas (art. 289, C.P.C.C.).


El depósito previo de $ 6500, efectuado a fs. 403, queda perdido para el recurrente (art. 294 C.P.C.C.), debiendo el tribunal dar cumplimiento a lo dispuesto por los arts. 6 y 7 de la resolución 425/2002 (texto resol. 870/2002).


Notifíquese y devuélvase.
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